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conocer de la reclamación de daños y perjuicios formulada por los aquí
demandantes, así como de la denegación presunta por silencio admini~­

trativo del recurso de reposición formulado contra dicha Orden ministerial.
Tercero.-EI derecho de los demandantes a ser indemnizados por la

Administración General del Estado como consecuencia de la aplicación
de la Orden que ellO de agosto firmó el Ministro de la Presidencia, con­
teniendo el Acuerdo que la Comisión Delegada del Gobierno de Asuntos
Económicos había adoptado en su reunión del día 29 de julio del mismo
año, Orden que nuestra sentencia de 4 de julio de 1987 anuló al mismo
tiempo que la Resolución de la Dirección General de Farmacia y Productos
Sanitarios (Ministerio de Sanidad y Consumo) que lleva la misma fecha,
dictada para ejecución de la anterior.

En consecuencia, debemos condenar y condenamos a la Administración
General del Estado:

Primero.-A que pague a cada uno de los demandantes las cantidades
que figuran en la súplica de la demanda.

Segundo.-Al pago de las cantidades que resulten de aplicar a las defi~

oidas en el párrafo anterior el 32,43 por 100.
Tercero.-Al abono de los intereses de demora sobre las cantidades

comprendidas en el apartado primero, inmediatamente anterior, entre el
día 30 de junio de 1988 y aquel en que se notifique esta sentencia, para
~uyo cálculo se utilizará el tipo básico del Banco de España, vigente en
la fecha del devengo arriba mencionado, sin peIjuício de los que corran
1 partir de la misma.

Asimismo debernos desestimar y desestimamos cuantas otras preten~

•iones se formulan en el escrito de demanda y todo ello sin hacer pro­
l.unciamiento alguno respecto del pago de las costas procesales.f

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla
m sus propios términos la referida sentencia, publicándose el aludido
"allo en el «Boletín Oficial del Estado., todo eUo en cumplimiento de lo
>revisto en el artículo 105 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con­
:encioso-A,dministrativa de fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Madrid, 6 de mayo de 1993.-P. D., el Subsecretario de Economía y

Iacienda, Enrique Martínez Robles.

lmo. Sr. Subsecretario de Economía y Hacienda.

14966 ORDEN de 6 de mayo de 1993 ¡xw út que se dispone el
cumplimiento de la sentencia de Tribunal Supremo, dic­
tada con fecha 22 de noviembre de 1990, en el recurso
contencios(radministrativo número 851/1988, interpuesto
contra Resolución de 7.de octubre de 1988, por doña Maria
Isabel Menchaca Fano y 144 más.

En el recurso contencioso-administrativo número 851/1988 ante la Sala
'ercera del Tribunal Supremo, entre doña María Isabel Menchaca Fano

144 más, como demandantes, y la Administración General del Estado,
amo demandada, contra Resolución de este Departamento de fecha '7
e octubre de 1988, sobre responsabilidad del Estado, se ha dictado con
~cha 22 de noviembre de 1990 sentencia, cuya parte dispositiva es como
igue:

«Fallamos: Que en el recurso contencioso-administrativo interpuesto
or doña María Isabel Menchaca Fano y 144 más, titulares de Oficinas
e Farmacia de Vizcaya, contra la Administración General del Estado,
ebemos declarar y declaramos:

Primero.-La desestimación de las causas de inadmisibilidad opuestas
or el Abogado del Estado.

Segundo.-La nulidad de la Orden que el 7 de octubre de 1988 dictó
¡ Ministro de Economía y Hacienda, considerándose incompetente para
}nocer de la reclamación de daños y perjuicios formulada por los aquí
eJilandantes, así como de la denegación presunta por silencio adminis­
'ativo del recurso de r~posiciónfQrmulado contra dicha Orden.

Tercero.-El derecho de los demandantes a ser indemnizados por la
dministradón General del Estado como consecuencia dr: la aplicación
~a Orden que el 10 de agosto firmó el Ministro de la Presidencia, cof:­
'niendo el Acuerdo que la Comisión Delegada del Gobierno de Asuntos
conómicos había adoptado en su reunión del día 29 de julio del mismo
10, Orden que nuestra sentencia de 4 de julio de 1987 anuló al mismo
empo que la resolución de la Dirección General de Farmacia y Productos

Sanitarios (Ministerio de Sanidad y Consumo), que lleva a la misma fecha,
dictada para ejecución de la anterior.

En consecuencia, debemos condenar y condenamos a la Administración
General del Estado:

Primero.~Aque pague a cada uno de los demandantes las cantidades
que figuran en la súplica de la demanda.

Segundo.-Al pago de las cantidades que resulten de aplicar a las defi­
nidas en el párrafo anterior el 32,43 por 100.

Tercero..,....Al abono de los intereses de demora sobre las cantidades
J:omprendidas en el apartado primero, inmediatamente anterior, entre el
día 30 de junio de 1988 y aquel en que se notifique esta sentencia, para
cuyo cálculo se utilizará el tipo básico del Banco de España, vigente en
la fecha del devengo arriba mencionado, sin peJjuicio de los que COITan
a partir de la misma.

Asimismo, debemos desestimar y desestimamos cuantas otras preten­
siones se formulan en el escrito de demanda, y todo ello sin hacer pro­
nunciamiento alguno respecto del pago de las costas procesales.•

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla
en sus propios términos la referida sentencia, publícándose el aludido
fallo en el «Boletín Oficial del Estado., todo ello en cumplimiento de lo
previsto en el artículo 105 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa de fecha 27 de diciembre de 1956.

LD que comunico a V. L para su conocimiento y demás efectos.
Madrid, 6 de mayo de 1993.-P. D., el Subsecretario de Economía y

Hacienda, Enrique Martinez Robles.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Economía y Hacienda.

14967 ORDEN de 6 de mayo de 1993 por út que se dispone el
cumplimiento de la sentencia de Tribunal Supremo, dic­
tada confecha 13 de diciembre de 1990, en el recurso con­
tencíoso-administrativo número 850;1988, interpuesto con­
tra Resolución de 7 de octubre de 1988 por herederos de
don Miguel Rueda Goicuria y 44 más.

En el recurso contencioso-administrativo número 850/1988 ante la Sala
Tercera del Tribunal Supremo, entre herederos de don Miguel Rueda Goi­
curia y 44 más, como demandantes, y la Administración General del Estado,
como demandada, contra Resolución de este Departamento de fecha 7
de octubre de 1988, sobre responsabiI.ldad del Estado, se ha dictado con
fecha 13 de diciembre de 1990 sentencia, cuya parte dispositiva es como
sigue:

«Fallamos: Que en el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por herederos de don Miguel Rueda Goicuria y 44 más, titulares de Oficinas
de Farmacia de Vizcaya, contra la Administración General del Estado,
debemos declarar y declaramos:

Primero.-La desestimación de las causas de inadmisibilidad opuestas
por el Abogado del Estado.

Segundo.-La nulidad de la Orden que el 7 de octubre -de 1988 dictó
el Ministro de Economía y Hacienda, considerándose incompetente para
conocer de la reclamación de daños y perjuicios formulada por los aquí
demandantes, así como de la denegación presunta por silencio adminis­
trativo del recurso de reposición formulado contra dicha Orden.

Tercero.-El derecho de los demandantes a st:r indemnizados por la
Administración General del Estado como consecuencia de la aplicación
de la Orden que el 10 de agosto firmó el Ministro de la Presidencia, con~

teniendo el Acuerdo que la Comisión Delegada del Gobierno de Asuntos
Económicos había adoptado en su reunión del día 29 de julio del mismo
año, Orden que nuestm. sentencia de 4 de julio de 1987 anuló al mismo
tiempo que la resolución de la Dirección General de Farmacia y Productos
Sanitarios (Ministerio de Sanidad y Consumo), que neva a la misma fecha,
dictada para ejecución de la anterior.

En consecuenda, debemos condenar y condenamos a la Administración
General del Estado:

Primero.-A que pague a cada uno de los demandantes las cantidades
que figuran en la súplica de la demanda.

SeguüdO.-Al pago de las cantidades que resulten de aplicar a las defi­
nidas en el párrafo anterk~r el 32,43 por 100.

Tercero.-AI abono de los intel'e;;eS de demora sobre las cantidades
comprendidas en el apartado primero, inmediatamente anterior, entre el
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día JO de Junio de 1988 Y aquel en que se notifique esta sentencia, para
cuyo cálculo se atilizará el tipo básico del Banco de España, vigente en
la fecha del devengo arriba mencionado, sin perjuicio de los que corran
a partir de la misma.

Asimismo, dehemos desestimar y desestimamos cuantas otras preten­
"iones se formulan en el escrito de demanda, y todo ello sin hacer pro­
lltl!1ciamíento alguno respecto del pago de las costas procesales...

En su virtud. este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla
en sus propios términos la referida sentencia, publicándose el aludido
fallo en el «Boletín Oficial del Estado.. , todo ello en cumplimiento de lo •
previsto en el artículo 105 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa de fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y demás efectos.
:\Iadrid. ti de mayo de 1993.-P. D., el Subsecretario de Economía y

Hacienda. Enrique Martínez Robles.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Economía y Hacienda.

14968 ORDES de 6 de mayo de 1998 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentenE'ül del Tribunal Supremo, dic­
tada CO/l fecha 14 de diciembre de 1.990, PfI el recurso C01l­

tencioso-administrativo nú mero 849; 1988, intprpuesto con­
tra Resolución de 7 de octubre de 1988, pOT doña Felisa
Moreno Sierra y 112 más.

En el recurso contencioso-administrativo Ilúmt>l"O 849/1988 ante la Sala
Tercera del Tribunal Supremo, entre doña Felisa Moreno Sierra y 112
más, como demandantes. y la Administración Genéral del Estado, como
demandada. contra Resolución de este Departamento de fecha 7 de octubre
de 1988, sobre responsabilidad del Estado, se ha dictado con fecha 14
de diciembre de 1990 sentencia. cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que en el recurso contencioso-administrdtivo interpuesto
por daila Felisa ~IorenoSierra y 112 más. titulares de Oficinas de Farmacia
de Lugo, contra la Administración General del Estado, debemos declarar
y declaramos:

Primero.-La desestimación de las causas de inadmisilJilidad opuestas
por el Abogado dle'l Estado.

Segundo.-La nulidad de la Orden que el 7 de octubre de 1988 dictó
el :Vlinistro de Economía y Hacienda. considerándose incompetente para
conocer de la reclamación de daños y perjuicios formulada por los aquí
demandantes, así ("omo de la denegación presunta por silencio adminis­
trati\"() del n'curS I ) lit' rcposicion formulado contra dicha Orden,

Tercero.~EI derecho de los demandantes a ser indemnizados por la
Administral'Íón (;eneral del Estado como consecuencia de la aplicación
de la Orden que el 10 de agosto firmó el Ministro de la Presidencia, con­
teniendo l'¡ Acuerdo que la Comisión Delegada del Gobierno de Asuntos
Económicos había adoptado en su reunión del di;!. ZH de julio del mismo
aúo, Orden que nuestra sentencia de 4 de JL;¡¡O d,' 1987 anuló al mismo
tíf'mpo que la Resolución de la Dirección General de Farmacia y Productos
Sanitarios (Ministerio de Sanidad y Consumo), que Ile\'a a la misma fecha,
dictada para ejecución de la anterior.

En consecuencia, debemos condenar y condenamos a la Administración
General del Estado:

Primero. -A que pague a cada uno de los demandantes las cantidades
que figuran en la súplica de la demanda.

Segundo.-AI pago de las cantidades que resulten de aplicar a las defi­
nidas en el párrafo anterior el 32,43 por 100.

TercelO.-Al abono de los intereses de demora sobre las cantidades
comprendidas en el apartado primero, inmediatamente anterior, entre el
cha :30 de junio de 1988 y aquel en que se notifique esta sent.encia, para
cuyo cálculo se utilizará el tipo básico del Banco de España, \'lgente en
la fecha del devengo arriba mencionado, sin lwrjuicio ,h' los que corran
a partir de la misma.

Asimismo, debemos desesümar y deseslÍmamos ('uantas otras preten,
siones se formulan en el escrito de demanda, y todo ello sin hacer pro­
nunciamiento alguno respecto del pago de las costas procesales·,

En sn virtud, este Ministerio ha tenido a h~~';i cü;;poner SI' cumpla
en sus propios términos la referid;l ~~;::m,eneia, publicándose el aludido
fallo en el .Boletín Oficial dí:l Estado.., todo ello en cumplimiento de io

previsto en el artículo lu5 de la Ley reguladol'a de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa de fecha 27 de diciembre de 19;)6,

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Madrid, 6 ele mayü de 199:3.-P. D., el Subsecretario de Economía y

Hacienda, Enrique Manínez Robles.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Economía y Hacienda.

14969 OHDf~'N de (j de mayo de 1998 por la (juc-.:e dispone el
cumplimiento de la sentencia de Tribunal Supremo, dic­
tada con fecha 21 de tlOuiemlJre de 19.90. pn el recurso
cotlfencioso-adlllinistratil'u número 8481.988, interpuesto
contra Resolución dc 7 de octubre de 1988 por doña Dolore.~

de los Reyes Carrióll Gómez y 96 más.

En el recurso contencioso-administrativo número 848; 1~}88 ante la Sala
Tercera del Tribunal Supremo, entre doña Dolores de los Reyes Carrión
Gómez y 96 más, como demandantes, y la Administración General del
Estado, como demaI~dada, contra Resolución de este Departamento dE
fecha 7 de octubre de 1988, sobre responsabilidad del Estado, se ha dictadc
con fecha 21 de noviembre de 1990 sentencia, cuya parte dispositiva e~

como sigue:

-Fallamos: Que en el recurso contencioso-administratin) interpuestc
por doila Dolores de los Reyes Carrión Gómez y 96 más, titulares de Oficina~

de Farmacia de Málaga, contra la Administración General del Estado, debe
mos declarar y declaramos:

Primero.-La desestimación de las causas de inadmisibilidad opuesta:
por el Abogado del Estado,

Segundo.-La nulidad de la Orden que el 7 de octubre de 1S)88 dicte
el :\Iinistro de Economía y Hacienda, considerándose incompetente pan
conocer de la reclamación de daiios y per:jui(:ios formulada por los aqu
demandantes, a"o;;i como de la denegación presunta por silencIO adminis
trativo del recurso de reposición formulado contra dicha Orden.

Ten:ero.-EI derecho de los demandantes a ser indemmzados por h
Administración General del Estado como consecuencia de la aplicaciól
de la Orden que el 10 de agosto firmó el Ministro de la Pre.'-idencia, con
teniendo el Acuerdo que la Comisión Delegada del Gobierno de Asunto¡
Económicos había adoptado en su rl'llnión del día :20 de julio del mism(
año, Orden que nuestra sentencia de 4 de julio de 1987 anuló al mism<
tiempo que la resolución de la Dirección General de Farmacia y Producto~

Sanitarios (Mini:oterio de Sanidad y Consumo), que lleva la misma fecha
dictada para ejecución de la anterior.

En consecuencia. debemos condenar y condenamos a la Adlllinistraciól
General del Estado:

Primero.-A que pague a cada uno de los demandantes las cantidacte
que figuran en la súplica de la demanda.

Segundo.-AI pago de las cantidades que resulten de aplicar a las defi
nidas en el párrafo anterior el :32,4:3 por 100.

Tercero.-AI abono de los intereses de demora sohre las cantidade
comprendidas en el apartado primero, inmediatamente anterior, entre e
día 27 de junio de W88 y aquel en que se notifique esta sentencia, par;
cuyo cálculo se utilizará el tipo básico del Banco de España, vigente el
la fecha del devengo arriha mencionado, sin perjuicio de los que corral
a partir de la misma.

Asimismo, dphemos desestimal y desestimamos cuantas otras pretel
siones se formulan en el escrito de demanda, y todo ello sin hac('r pn
nunciamiento algunc\ respecto del pago de las costas procesales...

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disPOlWl" se cumpl
en sus propios términos la referida sentencia, puhlicándose ('\ aludid
tallo en el «Boletín Oficial del Estado .. , todo ello en cUll\pJimi~'!~~:. d2 i
previsto en el artículo 105 de la Ley regulador<J ct~; !:l Jurisdicción COI
tencioso-Administrativa de fÓ'!~;ln de diciembre de 1})5G,

L;, qüt~ comunico a Y. 1. para su conocimiento y demás efectol
Madrid, 6 de mayo de 1993.-P. D., el Subsecretario de Economía

Hacienda, Enrique Martínez Robles.

Ilmo. Sr. Subsecn'tario ck Economía y Hacienda.


